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	Motivo: Amparo

	Recurrente: MANUEL MORA VALVERDE

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que la autoridad recurrida obligó a la suspensión de una transmisión suya en la radio, pese a necesitar defenderse de una alusión directa del Ex presidente Ulate.

	Respuesta del recurrido: Las actividades del recurrente son indisociables de su condición como líder máximo del comunismo en Costa Rica, cuya actividad política está prohibida por la Constitución.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procedimiento justificado). VS de los Magistrados Elizondo, Cordero, Acosta y Chacón Pacheco.


N° 28
Sesión EXTRAordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y cuatro, con asistencia inicial de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Ávila, Cordero, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Sanabria, Bejarano, Acosta, Fernández Porras y del suplente Chacón Pacheco.
Artículo Único
Se entró a conocer del recurso de Amparo que promueve el licenciado MANUEL MORA VALVERDE contra el señor Ministro de Gobernación y Policía, y en el memorial respectivo expone lo siguiente: “ANTECEDENTES: En discurso radiodifundido en uno de los días de la semana próxima pasada, el Ex presidente de la República don Otilio Ulate se permitió aludirme en forma injuriosa, e incurrió además en tergiversación de hechos y situaciones históricas en que a mí me había correspondido intervenir como ciudadano costarricense. Habiendo considerado necesario defenderme de los ataques del señor Ulate y contribuir a poner en claro los hechos maliciosamente adulterados por él, conseguí que dos estaciones radioemisoras, la Radio Libertad y la Radio Crystal, me facilitaran sus micrófonos para refutar el discurso del señor Ulate. Para hacer esta trasmisión se señalaron las veinte horas del 29 de mayo último. Los respectivos anuncios se publicaron en los diarios La Nación y La Prensa Libre, con la anticipación necesaria. – El día de la transmisión, en horas de la tarde, los propietarios de Radio Crystal me hicieron saber que no podían mantenerme su compromiso, porque su estación había sido objeto de serias amenazas para el caso de que me permitieran ocupar sus micrófonos. En cambio, la Radio Libertad mantuvo valientemente el suyo, pues su propietario, el periodista Samuel Bermúdez, se consideró obligado a hacerle honor a las tradiciones democráticas de nuestro pueblo, no obstante que política e ideológicamente milita en un campo diametralmente opuesto al mío. – Media hora antes de la oportunidad señalada para la trasmisión, encontrándome todavía en mi casa de habitación, recibí el telegrama que adjunto, firmado por el Ministro de Gobernación, Lic. Fernando Volio Sancho. En ese telegrama se me decía que debía abstenerme de ‘hacer el discurso radial anunciado’ y que la Guardia Civil tenía ya instrucciones de impedir el acto. En efecto, minutos después la Guardia Civil ocupó prácticamente la estación y la calle adyacente. Ante esa actitud arbitraria e ilegal del Ministro aludido, decidí abstenerme de pronunciar el discurso. Me sometí a la ley de la fuerza. Redacté una carta corta para el propietario de la estación, señor Bermúdez, dándole las gracias por su gesto y explicándole lo que había ocurrido. Envié esa carta a la estación con un pariente, quien para ese efecto ocupó mi carro. – En cuanto el carro llegó frente a los estudios de Radio Libertad, la Guardia Civil lo registró, y por algunos minutos mantuvo presos a sus ocupantes. Cuando mi pariente entregó la carta al señor Bermúdez, el Director de la Guardia Civil quiso apoderarse de ella. Pero el señor Bermúdez le dijo que se trataba de un documento privado, el cual él no tendría inconveniente en mostrar al amigo, pero nunca al jefe de la policía. El señor Bermúdez fue entonces sacado de su estación por el Director de la Guardia en calidad de detenido. Se me informa que más tarde se le puso en libertad. – Los hechos ocurrieron tal como reza la anterior exposición. No obstante eso, el periódico La República informó al día siguiente que yo había llegado a la estación en mi carro, que me había devuelto al mismo y había entrado al local de la Confederación de Trabajadores—que por cierto no conozco—y que en ese local había bajado paquetes de propaganda; que con ese motivo, la Guardia Civil registró el mencionado local. – DERECHO VIOLADO: en ningún momento he dejado de ser yo ciudadano costarricense en pleno disfrute de mis derechos constitucionales. Las leyes citadas por el Ministro, en su telegrama, son aplicables, según lo han declarado ya en repetidas ocasiones los tribunales, a los militantes y dirigentes de ‘organizaciones prohibidas’ en tanto actúen como tales. Pero no a los ciudadanos porque sustenten tal o cual ideología. No es la libertad de pensamiento lo que se castiga, porque esa libertad está garantizada por la Constitución; es la militancia en Partidos puestos fuera de la ley. Pero la militancia no se prueba por las ideas del individuo, sino por sus actuaciones concretas. En mi caso, yo no anuncié que hablaría, ni como militante ni como dirigente de ningún partido, sino simplemente como ciudadano. Mi decisión de hablar tenía el amparo de los artículos 28 y 29 de la Constitución Política. El Ministro no tenía derecho a prejuzgar mi discurso como lo hizo en el telegrama. Tampoco tenía facultades para impedirme hablar, porque la ley únicamente lo faculta para defender el orden público, y yo no lo había alterado desde luego que no salí de mi casa en aquella oportunidad. Según el artículo 29 constitucional, el ciudadano es responsable de los abusos que cometa al emitir su pensamiento, hablado o escrito, pero sólo puede sancionársele después de que hable o escriba y no antes. Debe tomarse en cuenta que la orden del Ministro no sólo me impidió hablar el sábado 29 de mayo, sino que mantiene la restricción de mis derechos a tal extremo, que se me obliga a mantenerme callado en tanto se me injuria y calumnia. Ni siquiera se me da el derecho de explicar y defender mis propios actos públicos. Estos son hechos que no revelan vigor de un régimen democrático, sino debilidad. Régimen que tenga necesidad de ponerles candado en la boca a los ciudadanos para subsistir, es régimen enclenque. Advierto que este caso le estoy dando a la palabra régimen el sentido de gobierno. – RECURSO: Establezco el presente recurso de amparo contra el Ministro de Gobernación y Policía, Lic. Fernando Volio Sancho, mayor de edad, casado, abogado y vecino de aquí. Lo fundo en la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950. Pido que la Corte le ordene al funcionario indicado abstenerse de continuar inquietándome en el ejercicio de los derechos contenidos en los artículos 28 y 29 de la Constitución Política… San José, 4 de junio de 1954”.
El señor Ministro de Gobernación y Policía evacuó en los siguientes términos el informe que le fue solicitado: “… La actualidad centroamericana se ha traducido en varios hechos de suyo significativos, que han llevado intranquilidad a los habitantes de la antigua República Federal. – Una huelga de grandes proporciones viene trastornando la vida normal de la hermana República de Honduras. El movimiento persiste después de varias semanas, y se tienen fundados informes de que en el asunto están interviniendo dirigentes comunistas de varias nacionalidades. – Amagos de huelga se han presentado recientemente en la zona bananera del Pacífico, en nuestro territorio, y las autoridades han decomisado armas y propaganda roja de carácter francamente subversivo. El peligro de una huelga de esa clase en la República no ha desaparecido, y es probable que los elementos rojos enquistados en sindicatos que aparentan ser democráticos, logren inducir a los trabajadores de aquella región a paralizar sus actividades. El Poder Ejecutivo está en posesión de datos según los cuales el movimiento se manifestará a más tardar en el mes de setiembre próximo. – Hace pocos días, antes de anunciar el señor Mora su intención de dirigirse por radio al país, llegó a la hermana República de Guatemala un fuerte armamento con un tonelaje extraordinario, valuado aproximadamente en diez millones de dólares. Esas armas las adquirió el Gobierno de Guatemala en un país situado detrás de la Cortina de Hierro, habiendo sido despachadas desde el puerto de Stettin, ubicado en la región de Pomerania (ex alemana) y cedido a los poloneses en 1945, quienes lo llaman ahora Szczecin. El armamento en referencia está desde luego por encima de las necesidades corrientes de la hermana República de Guatemala, dada su cuantía. – El cuadro general de Centroamérica no puede menos que calificarse de intranquilizador, por la grave amenaza comunista que pende sobre nuestros países y que afecta inclusive al resto de nuestro Hemisferio. – En Costa Rica, no obstante la proscripción constitucional y legal del partido comunista, los rojos no han dejado de trabajar febrilmente desde la clandestinidad, siguiendo órdenes del mando soviético. De ello el Gobierno de la República tiene, no sólo informes fehacientes, sino también evidencias materiales. En estos mismos días, nuestras autoridades han efectuado en la capital decomisos de armas y de propaganda subversiva comunista. – Dentro de las circunstancias expuestas, que configuran una situación de verdadero peligro para la vida del país—a lo que vino a agregarse la violenta campaña de prensa desatada con ocasión de una reforma constitucional que la Asamblea Legislativa desechó—fue que el líder comunista Mora Valverde anunció en los periódicos que iba a realizar una radiotrasmisión. El anuncio textualmente decía: ‘Manuel Mora V. refutará el último discurso de don Otilio Ulate. Radio Cristal 690 kilociclos. Radio Libertad 1275 kilociclos. Hoy sábado 29 de mayo. A las 8 P. M.’ El Jefe Comunista tuvo la habilidad de no decir en qué calidad iba a hacer su discurso, pero ello era innecesario. Nadie podía dudar—y menos aún los personeros responsables del Gobierno de la República—que Manuel Mora se colocaría frente a los micrófonos en su indiscutida condición de Jefe Máximo del Comunismo Internacional en Costa Rica y del Partido criollo de esa ideología, que ha seguido desarrollando actividades a despecho del precepto constitucional que prohíbe su organización y funcionamiento. – El comunismo del señor Mora Valverde—es un atributo del cual el señor Mora no podrá desprenderse nunca. Puede él decir que se dedica a sus actividades profesionales como cualquier abogado, puede afirmar que no conoce el local que ocupa la Confederación de Trabajadores, puede asegurar que el discurso que pensaba decir públicamente el sábado 29 de mayo último, iba a ser radiado en su condición de simple ciudadano. Pero lo cierto es, señores Magistrados, que ante el anuncio arriba transcrito, todos sabíamos que quien iba a hablar era el Jefe comunista costarricense, y que la trascendencia que tuvieran sus palabras no iba a emanar del hecho de que las pronunciara Manuel Mora Valverde, a secas, sino la persona que por muchos años ha sido la Ninfa Egeria de los rojos en Costa Rica, el principal director y animador del movimiento comunista criollo, que no es sino parte del movimiento internacional de la misma ideología. – Ha sido tanta y tan constante la actividad comunista del señor Mora, que ninguna persona sensata podría decir cuándo ni en qué forma ese agitador rojo estaría en capacidad de asumir una actitud pública en su condición de simple ciudadano, despojado de sus ideas y tendencias de toda la vida. – El comunismo del señor Mora, que le viene desde su ya lejana juventud, lo ha convertido en la figura número uno del marxismo internacional en Costa Rica. Su comunismo no es una postura política que sólo conozcamos los costarricenses. Su comunismo ha desbordado las fronteras del país, y en el exterior se le tiene igualmente como el máximo dirigente de los intereses rojos en Costa Rica (véase el ejemplar de la revista LIFE, correspondiente al día 13 de abril de 1953, página 16, donde aparece la fotografía del señor Mora Valverde en su carácter de jefe comunista de Costa Rica, junto con las de sus colegas de otros países, pudiendo los señores Magistrados ver ahí figuras rojas tan salientes como las de Luis Carlos Prestes, del Brasil; Pablo Neruda, de Chile; Juan Marinello, de Cuba; José Manuel Fortuny, de Guatemala; y Vicente Lombardo Toledano, de México). Informes confidenciales obtenidos por el Poder Ejecutivo nos permitieron enterarnos oportunamente de que el señor Mora Valverde se proponía, en su anunciado discurso, abordar extremos que implicarían consecuencias muy graves e inconvenientes para la tranquilidad de la República, la seguridad de sus instituciones y también en relación con la política internacional. El señor Mora podrá actualmente decir que su pretendido discurso iba a limitarse a su defensa personal de cargos calumniosos que había recibido públicamente, pero a ello debo replicar que la excusa es muy socorrida y que, si en nuestra civilización existe algún medio que se preste mejor para la improvisación y lanzar expresiones que el viento se lleva, es la radiodifusión, el cual no podríamos permitirle al señor Mora para que hiciera lo que estábamos seguros de que iba a hacer: un discurso subversivo, de agitación comunista, a pretexto de su refutación a aquellos cargos. – Los males que se habrían producido en el caso de que el señor Mora hubiese tenido oportunidad de dirigirse al público, como solía hacerlo en épocas pasadas, están en la consciencia de todos. – Si el interés del señor Mora radicaba en defenderse como ciudadano de los ataques injuriosos que dice haber recibido por medio de la prensa—lo que no es razonable admitir por ningún concepto, en vista de las circunstancias ya expuestas—, él sabía bien, como abogado que es, el procedimiento legal indicado en tal caso. Pero los caminos legales, que son los que transitan los ciudadanos que poseen verdadero espíritu de civismo, no podían servirle al señor Mora Valverde, quien para sus intereses políticos y los del comunismo internacional que en Costa Rica representa, necesitaba del aparato propagandístico a que son tan dados los comunistas, y entonces, bajo el pretexto que ahora revela, de que tenía que defenderse de ataques injuriosos, optó por anunciar su discurso radial con bombos y platillos, a fin de despertar la atención de los camaradas y del público en general, y provocar así los serios problemas que el Gobierno quiso evitar impidiendo el discurso de que se trata. – Tanto daño le han hecho a la República los rojos costarricenses, siguiendo órdenes e inspiraciones de Moscú, y la historia es tan reciente, que no voy a distraer a los señores Magistrados narrándoles hechos que todos ellos conocen muy bien por haberlos vivido en época muy cercana, y fue precisamente para prevenir en el futuro daños en la misma cuantía y naturaleza, que la Constitución Política de 1949 (art. 98) prohibió la organización o el funcionamiento de partidos que, por sus programas ideológicos, medios de acción o vinculaciones internacionales, tiendan a destruir los fundamentos de la organización democrática de Costa Rica, o que atenten contra la soberanía del país, todo a juicio de la Asamblea Legislativa, disposición que, no está por demás recordarlo, fue presentada y defendida por quien suscribe este memorial, en el seno de la Asamblea Constituyente de entonces. Y para evitar falsas interpretaciones y escabullidas gatunas, el legislador acabaló después el texto constitucional emitiendo el Decreto Legislativo N° 1191 de 1° de agosto de 1950, a virtud del cual el Partido Vanguardia Popular, del cual fue jefe y candidato presidencial el licenciado Mora Valverde, o sea el mismo Partido Comunista de la hoz y el martillo que inicialmente se organizara con el nombre de Bloque de Obreros y Campesinos, se consideró expresamente incluido dentro de los alcances y efectos del citado artículo 98 de la Constitución vigente. – Fue con esas armas legales, y en vista de los informes bien comprobados en poder del Gobierno, que el Ministerio de Gobernación y Policía a mi cargo, le previno al señor Mora que se abstuviera de llevar a cabo la radiotransmisión anunciada en los periódicos, invocando además en apoyo de esa disposición las regulaciones del Decreto Ejecutivo N° 129 de 17 de junio de 1931, en su artículo 7°, incisos h) y j). – El interés público, no hace falta casi decirlo, está antes que el interés particular, y ese supremo interés debemos resguardarlo en todo momento los hombres que desempeñamos funciones de dirección y responsabilidad. Los textos constitucionales y legales deben entenderse y aplicarse con un sentido armónico y un criterio de utilidad general. La garantía individual que señala el artículo 28 de la Constitución Política cobra vigencia solamente cuando su ejercicio no infrinja la Ley, y la puntualizada por el artículo 29 ibídem, en cuanto propugna la libertad para comunicar los pensamientos de palabra, no es irrestricta sino también subordinada a la Ley. – Prohibida como está, constitucional y legalmente, la existencia del Partido Comunista, del cual el señor Mora Valverde es conocido jefe máximo, el Ministerio de Gobernación y Policía no podía de ningún modo permitir que ese partido manifestara actividades públicas a través de su dirigente señor Mora, en la ocasión en que este pretendió hacerse oír del público como en los fatídicos tiempos que todos recordamos. – El Poder Ejecutivo conoció a tiempo, afortunadamente, las líneas generales del discurso que iba a pronunciar el líder rojo, señor Mora, y de ahí que actuara en la forma en que lo hizo. No podíamos tolerar que el Jefe y agitador comunista, señor Mora, con burla de las disposiciones constitucionales y legales que he citado, provocara la situación difícil, desde el punto de vista de la paz interna y de nuestras relaciones internacionales, que se proponía provocar con su anunciado discurso. – Respetuoso como he sido, soy, y seré, de las leyes de la República, no es posible admitir que fuese inconsulta o arbitraria la medida tomada por el Ministerio a mi cargo en el caso del líder comunista Mora. – Tomé la que me aconsejó la prudencia, y no me arrepiento de haberlo hecho, ya que actué en resguardo de los superiores intereses de la Nación, y sin quebranto alguno de la Ley. – Con mérito en todo lo expuesto, ruego al Supremo Tribunal declarar sin lugar el Amparo solicitado por el señor Mora, por ser su Recurso a todas luces improcedente, conforme a las disposiciones legales a que me he referido, promulgadas para la defensa de nuestro sistema democrático e institucional. – Como prueba acompaño, además, un recorte del periódico ‘La Nación’, edición N° 2232 de 29 de mayo de 1954, contentivo del telegrama que hube de dirigir al recurrente, señor Mora, y cuyo texto es bien claro y explícito; y dos constancias extendidas, una por el Teniente Coronel Rodolfo Quirós, Secretario de la Comandancia en Jefe, y otra por el Teniente Coronel don Domingo García, Inspector General de Hacienda Fiscal, en relación con las actividades comunistas que recientemente se han llevado a cabo en territorio nacional, con fines abiertamente subversivos. Estas probanzas se servirá tomarlas en cuenta el Supremo Tribunal, en asocio de las otras que también acompaño… f) Fernando Volio Sancho, Ministro de Gobernación y Carteras Anexas”. –
Previamente a entrar a conocer del fondo del negocio, el Magistrado Chacón Pacheco hizo moción para que se pidiera al señor Ministro de Gobernación ampliación de su informe en el sentido de que manifestara concretamente cuáles eran los informes confidenciales que había tenido el Poder Ejecutivo que le permitieran enterarse de que el recurrente, en su anunciado discurso, iba a abordar extremos que implicarían consecuencias graves e inconvenientes para la tranquilidad de la República, y puesta a votación la sugerencia se dispuso desecharla, por considerar el Tribunal que la ampliación solicitada es innecesaria.

Fuera del proponente que votó favorablemente, el Magistrado Cordero manifestó que, dada la importancia del asunto, convenía solicitar la ampliación, pero que votaba contrariamente en vista de que el propio señor Ministro en su informe manifestaba que se trataba de informes confidenciales, razón por la cual posiblemente no los daría; y el Magistrado Fernández Hernández votó porque se pidiera la ampliación.

Discutido el caso, se acordó: declarar sin lugar el recurso porque, según se ha establecido por esta Corte en varios precedentes, la protección que por la vía del amparo otorgan la Constitución y la ley a las personas, procede cuando se trata de actos evidentemente arbitrarios o ilegales de las autoridades, dirigidos a impedir o a amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en la Ley Fundamental.

De los antecedentes a la vista no aparece que el Ministro de Gobernación y Policía hubiera actuado contra las leyes, porque si bien el artículo 28 de la Constitución Política establece que nadie puede ser inquietado por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley, y el 29 ibídem que todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, sin previa censura, quedando responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de ese derecho del modo que la ley determina, tales disposiciones se hallan relacionadas con las prescripciones establecidas en el artículo 98 de la misma Carta, que prohíbe el funcionamiento de partidos que por sus programas ideológicos, medios de acción o vinculaciones internacionales, tiendan a destruir los fundamentos de la organización democrática de Costa Rica. De ahí que la orden dada al recurrente por el señor Ministro de Gobernación y Policía para que se abstuviera de pronunciar el discurso radial por él anunciado, debe contemplarse necesariamente desde el punto de vista de este último texto constitucional, toda vez que no se trata en el caso de un ciudadano libre de vinculaciones con partidos como los que indica esa disposición, pues al recurrente se le ha señalado por las autoridades de policía como jefe máximo del Partido Comunista de Costa Rica, hecho que—además de no haber sido negado por el quejoso—está confirmado con la documentación acompañada. La orden mencionada se dio atendiendo a la circunstancia de ser el licenciado Mora activo dirigente de un partido proscrito por la ley que, no obstante, funciona clandestinamente, en momentos en que existía justificada inquietud a causa de la posible complicación de una huelga de grandes proporciones que se había organizado en otra república centroamericana, y que fácilmente podía conectarse con otra de carácter subversivo iniciada en la zona bananera de Costa Rica, descubierta por las autoridades nacionales, las que decomisaron en esa región propaganda comunista, comprobando además que en esa zona existe gran cantidad de armas de diferentes tipos. Es evidente que el medio más rápido y efectivo de entendimiento entre los huelguistas de ambos países lo constituía la transmisión radial, mayormente si el orador que pretendía servirse de él era el Jefe del Partido Comunista; de modo que la prohibición impuesta a este último en esa precaria situación debe estimarse como una medida prudencial de carácter preventivo, tomada por las autoridades encargadas por la Constitución y las leyes de mantener el orden público, siendo, por otra parte, a ellas a quienes correspondía apreciar la gravedad de la situación que justificara la medida. Las libertades de que goza toda persona en Costa Rica dimanan de la organización democrática que en ella existe, y de ahí que no pueda permitirse que, al amparo de las instituciones que garantizan las libertades, se destruya la fuente que les da origen, siendo por esa razón que el texto constitucional últimamente citado prohíbe el funcionamiento de partidos que tiendan a ese fin, y que la Ley N° 1191 de 1° de agosto de 1950 declare expresamente comprendido dentro de las prohibiciones del artículo 98 al Partido Vanguardia Popular, así como la organización y funcionamiento de todo partido político de filiación o extracción comunista, cualquiera que sea la denominación que adopte, disposiciones sobre las cuales se ha fundado el Tribunal al pronunciarse sobre otros recursos de la índole del presente, interpuestos por elementos de dicha filiación, según puede verse de las resoluciones dictadas en las sesiones del 18 de setiembre de 1950 (artículo XV), 29 de enero de 1951 (artículo VII) y 7 de mayo de 1951 (artículo V).
Los Magistrados Elizondo, Cordero, Acosta y Chacón Pacheco, al pronunciarse por la procedencia del recurso de Amparo, razonaron su voto en los siguientes términos:

“I. – El ciudadano Manuel Mora Valverde pide amparo a esta Corte por cuanto el señor Ministro de Gobernación, licenciado don Fernando Volio Sancho, le impidió que usara los micrófonos de la estación ‘Radio Libertad’ para contestar cargos personales que por la prensa le había hecho don Otilio Ulate Blanco. Reclama que, de ese modo, el señor Ministro infringió los artículos 28 y 29 de la Constitución Política, que le permiten como ciudadano costarricense la libertad de opinión y de comunicación del pensamiento. El Ministro señor Volio Sancho da como justificación de su actitud, el hecho de que Mora Valverde es nacional e internacionalmente reconocido como Jefe del comunismo costarricense, y el haber tenido informes confidenciales de que trataba, con oportunidad de esa transmisión radial, hacer que su partido recomenzara actividades, provocando una situación difícil desde el punto de vista interno y de nuestras relaciones internacionales, contra la prohibición del artículo 98 de la Carta Fundamental.

II. – Los infrascritos Magistrados, examinado el caso y a la luz de los preceptos constitucionales, que es la única que al efecto debe alumbrar al Juez, y analizados los hechos sin apartarse de las reglas de la lógica, estimamos que el señor Volio obró con precipitación al impedir al recurrente expresar su pensamiento y comunicarlo por medio de la radio, con la prohibición de su discurso le fue impedido el uso de las garantías individuales que amparan los artículos de la Carta Fundamental antes dichos. Las razones en que se funda esta opinión son las siguientes: para que esta Corte pudiera justificar la actitud del Ministro Volio contra el ciudadano Mora Valverde, tendría, por la vía del razonamiento, que llegar a dos conclusiones irrefutables: a) que Mora Valverde, con ocasión de la transmisión radial que le fue impedida, iba a hacer prédicas de carácter comunista o subversivas contra el régimen democrático que impera en el país, y b) que en su condición de comunista y por el mero hecho de serlo, le pudo ser aplicado el artículo 98 de la Constitución Política. Para la primera de las expresadas conclusiones no dispone esta Corte nada más que de una premisa: la de que Mora Valverde es reconocido comunista; fundar sobre ella que en la ocasión de su discurso radial iba a hacer prédica comunista o agitar al país con sus ideas subversivas, es dejarse guiar por una conjetura, por un hecho improbado, que puede conducir a una conclusión errada, y de estas falacias debe librarse el juzgador. Las conclusiones judiciales, que son la expresión del convencimiento de los jueces, han de ajustarse a la verdad, hasta donde la verdad pueda ser obtenida dentro de las limitaciones del pensamiento humano. De que sería hipotética la conclusión en comentario, fundada en la única premisa dicha, y que por ello resultaría inconsistente como resolución judicial, lo advierte el sentido común, que nos dice que no es condición del pensamiento de un hombre, que en todo caso, debe encausarse por la ideología que profesa. Juzgar a priori, que un comunista, o afiliado a cualquier otro credo, ha de expresar su pensamiento, en todo caso y forzosamente, dentro de los lindes de su ideología, es extraviarse por el espejismo del sofisma; si ello puede ser, hay también la posibilidad de que no lo sea. Mora Valverde anunció que iba a hacer uso de la estación radiodifusora para contestar cargos que por la prensa le había hecho don Otilio Ulate; nadie tuvo a la vista su discurso si lo llevaba escrito, y mucho menos leerlo en su pensamiento si lo iba a improvisar. De modo que sólo suponiéndolo, apriorísticamente, pudo estimar el Ministro de Gobernación que iba a agitar al país con ideas contrarias al régimen democrático. Y allí es donde estuvo lo precipitado de su actitud contra el recurrente; porque, si a ningún ciudadano, y Mora aunque comunista, no ha dejado de serlo y de tener todos los derechos propios de la ciudadanía, se le puede prohibir un derecho individual, tan importante ‘como la de comunicar sus pensamientos sin previa censura’, como lo dispone el artículo 29 de la Constitución Política, menos se le puede cortar de un solo tajo el derecho de expresar sus pensamientos; lo contrario equivale a privar al ciudadano de una de las garantías fundamentales de una democracia. La frase final del canon constitucional citado señala el procedimiento que debió seguirse contra el señor Mora; ya que no se le podía poner censura previa a la expresión de su pensamiento, debió dejársele hablar y hacerlo responsable de las infracciones que cometiera contra las leyes que sancionan la propaganda comunista en Costa Rica. Son estas razones que apoyan, en primer término, nuestra opinión de que al ciudadano Mora Valverde se le impidió, inconstitucionalmente, la garantía individual en comentario, y que nos llevan a no justificar la actitud asumida contra él por el señor Ministro de Gobernación.
III. – No podría tampoco este Alto Tribunal respaldar la decisión ministerial con la segunda conclusión, al principio planteada; o sea, la de que por el hecho de ser comunista el recurrente, se le pudo prohibir expresar su pensamiento con aplicación del artículo 98 de la Constitución Política. Este precepto constitucional dice: ‘Todos los ciudadanos tienen derecho a agruparse en Partidos para intervenir en la política nacional. Sin embargo, se prohíbe la formación o el funcionamiento de partidos que, por sus programas ideológicos, medios de acción o vinculaciones internacionales, tiendan a destruir los fundamentos de la organización democrática de Costa Rica, o que atenten contra la soberanía del país, todo a juicio de la Asamblea Legislativa, por votación no menor de las dos terceras partes de sus miembros, y previo informe del Tribunal Supremo de Elecciones’. La letra y la mente de ese canon constitucional, prevé el caso de formación o el funcionamiento de partidos políticos. Dado que la segunda parte de esa regla es una excepción a la garantía que para los ciudadanos del país establece el primer párrafo de la misma, y excepción también a la garantía individual  prevista en el artículo 28 de la Carta Fundamental, debe apreciarse con criterio restrictivo. Partidos políticos son aquellos que se organizan con un programa concreto para intervenir en la gobernación del Estado. Comprende, pues, una asociación de personas con una mente colectiva orientada a mantener y a hacer triunfar un ideal político. La organización de partidos antidemocráticos, y su funcionamiento organizado, es lo que prohíbe el artículo 98 en comentario. Más allá no llegan los alcances de la prohibición constitucional. Quien mejor ha podido interpretar el artículo 98, fue el propio constituyente que lo introdujo en la Carta Fundamental, quien defendiendo su moción de quienes la consideraban peligrosa para la vida institucional de la República, no obstante la buena fe que había en ella de defender nuestro régimen democrático contra la amenaza de ideas totalitarias, expresó:

‘En el caso concreto (de la moción referida) si se adoptara la regla prohibitiva contenida en mi proyecto, el comunismo o cualquiera otra tendencia extremista, no encontrarían cortapisa alguna para comunicar sus ideas por todos los medios de expresión del pensamiento. Lo único que les estaría vedado será organizarse en Partidos y actuar como tales, pues no se concibe un Estado que haya de cruzarse de brazos ante hechos abiertamente dirigidos a socavar la estructura fundamental del mismo’ (Acta de la Asamblea Constituyente N° 85 de 8 de junio de 1949).
En el artículo 98 de nuestra Carta Magna no puede haber apoyo para impedir la libre expresión del pensamiento a un ciudadano costarricense, y mucho menos, cuando—como en el caso concreto—la censura se hizo sin saberse si el ciudadano iba a abusar de su derecho. Es necesario no olvidar que, a la luz de los principios que regulan la punibilidad de un acto humano—y no dejar de tener ese carácter la prohibición a un derecho constitucional—no es sancionable el pensamiento doloso, mientras no se manifieste por actos externos que pongan de relieve la resolución antisocial; aceptar la tesis contraria es caer en la temeridad de propiciar la punibilidad de las ideas que se conservan en el fuero interno de los individuos, y abrir la puerta peligrosa para perseguir a los ciudadanos por motivos ideológicos. ‘Las ideas, doctrinas y opiniones están fuera del contralor de la policía’, declaró la Corte Suprema de Justicia de la República Argentina en sentencia del 17 de noviembre de 1941, cuando la policía detuvo a cierto número de ciudadanos que se hallaban reunidos en un Centro que las autoridades policiales reputaban de comunista. Esta es la buena doctrina y esta es la tesis que sustentamos en el presente caso, enarbolando como bandera la leyenda que ostentó siempre el diario ‘La Tertulia’ en los albores de la República: ‘La libertad mental y la expresión son tan absolutas, que ninguna censura previa, ningún reglamento, ningún tribunal especial o común podrá restringirla. El trastorno mismo del orden constitucional, la rebelión armada y la guerra civil, no serán un motivo para reprimirla’. Por ello el artículo 29 de la Constitución Política, si garantiza la libertad de pensamiento, abre el camino para sancionar el abuso de ese derecho, cuando éste se ha manifestado con hechos reales y evidentes. El señor Ministro no siguió la pauta que le trazaba ese texto constitucional; censuró, impidiendo la libertad de expresión a un ciudadano, sin haberse todavía revelado como atentatorio al régimen democrático del país, o a los derechos de alguien; de ahí el quebranto de dicha norma que obliga a declarar con lugar el amparo solicitado por el señor Mora Valverde”.
